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Acerca del Proyecto  
El Proyecto internacional STEP UP – “Stepping up the European cooperation and communication 
among Public & Private organizations for the PROTECTION of posted worker's rights” se centra 
en el fenómeno del desplazamiento transnacional de trabajadores y pretende evaluar la aplicación 
de la reciente normativa europea en el ámbito de la movilidad laboral, el cumplimiento 
empresarial y el papel de los órganos de inspección. 
STEP UP PROTECTION está siendo gestionado por universidades de 5 países europeos y se 
desarrolla entre 2020 y 2022. 
El proyecto ha recibido financiación del Programa de la Unión Europea para el Empleo y la 
Innovación Social («EaSI» - Eje PROGRESS) 2014-2020 bajo el número de acuerdo de concesión: 
VS/2019/0383. 
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1. Introducción 
El desplazamiento de trabajadores es un fenómeno jurídico y social muy habitual en el mercado 
laboral de la Unión Europea durante las últimas décadas. Como es sabido, los principios 
fundamentales de libertad de establecimiento, libre prestación de servicios y libre circulación 
garantizan la existencia de la Unión Europea y el funcionamiento del mercado único. 
La libre prestación de servicios incluye el derecho de las empresas a prestar servicios en el 
territorio de otro Estado miembro y a desplazar temporalmente a sus propios trabajadores al 
territorio de dicho Estado con ese fin. 
 

La base jurídica para el desplazamiento de trabajadores en la Unión Europea es el artículo 
56 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea, según el cual quedan prohibidas las 
restricciones a la libre prestación de servicios dentro de la Unión para los nacionales de los 
Estados miembros establecidos en un Estado miembro que no sea el del destinatario de la 
prestación. 

 
El desplazamiento es una forma específica de movilidad laboral transnacional necesaria para 
garantizar la libre prestación de servicios. Dado que las empresas pueden prestar servicios no solo 
en el Estado miembro en el que están establecidas, sino también en otros Estados miembros, estas 
deben tener la posibilidad de enviar a sus trabajadores a otro Estado miembro para desarrollar las 
tareas requeridas. 
No obstante, conviene señalar que el desplazamiento de trabajadores se ha considerado y sigue 
considerándose un tema controvertido, principalmente porque es difícil encontrar el equilibrio 
adecuado entre la protección de los trabajadores, sus garantías de empleo y las condiciones de 
competitividad de las empresas.  
En consonancia con su compromiso de eliminar los obstáculos a la libre prestación transnacional 
de servicios y garantizar la igualdad de condiciones para las empresas, así como la protección de 
los derechos de los trabajadores, la Unión Europea adoptó una Directiva relativa al 
desplazamiento de trabajadores. Esta Directiva estableció un “núcleo duro” de condiciones 
mínimas de trabajo y empleo (como los periodos máximos de trabajo, la duración mínima de las 
vacaciones anuales retribuidas, las cuantías de salario mínimo, la salud y la seguridad en el trabajo, 
etc.) que deben respetarse de acuerdo con la normativa del Estado de acogida. Para el resto de la 
relación laboral, se siguen aplicando las normas de Derecho laboral del país de origen. 
A medida que se han incorporado nuevos Estados miembros a la Unión Europea y se han revisado 
los Tratados europeos, la situación de la movilidad laboral ha cambiado considerablemente y la 
Unión Europea ha reformado la regulación jurídica del desplazamiento de trabajadores para: 
 
v Crear unas condiciones equitativas para la prestación de servicios transnacionales con el 
mínimo de restricciones posible. 
v Proteger los derechos de los trabajadores desplazados garantizando la igualdad de derechos 
sociales para evitar el trato injusto y la creación de una mano de obra de bajo coste. 
 
Para ello, se han adoptado las siguientes Directivas: 
1. Directiva 2014/67/UE - la Directiva de garantía de cumplimiento que crea un marco jurídico 
común para identificar el alcance real del desplazamiento y permite una implementación, 
aplicación y cumplimiento más uniforme de las normas comunes. La Directiva también aclara la 
definición de desplazamiento y define las responsabilidades que incumben a los Estados 
miembros para verificar el cumplimiento de la Directiva sobre el desplazamiento de trabajadores, 
especialmente en los sectores con mayor riesgo de fraude, como la construcción o el transporte 
por carretera. La Directiva pretende garantizar una mejor cooperación entre las autoridades 
nacionales encargadas del desplazamiento (como las inspecciones de trabajo), imponiendo la 
obligación de responder a las peticiones de asistencia y estableciendo plazos de respuesta a las 
solicitudes de información. También prevé la posibilidad de que las multas y sanciones 
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administrativas impuestas a los prestadores de servicios por un Estado miembro se puedan 
recaudar y ejecutar en otro. 
 
2. Directiva (UE) 2018/957 por la cual se modifica la Directiva sobre el desplazamiento de 
trabajadores de 1996. Esta Directiva establece que: (i) los trabajadores desplazados estarán sujetos 
a las normas de remuneración del país al que han sido enviados (establecidas por ley o por 
determinados convenios colectivos); (ii) los empleadores tendrán que pagar el viaje, manutención 
y alojamiento; (iii) define el concepto de desplazamiento de larga duración: al expirar los 12 
meses, se considerará que un trabajador ha estado desplazado durante un tiempo prolongado (con 
una posible prórroga de este período durante seis meses cuando el prestador de servicios presente 
una notificación motivada) y estará sujeto a casi todas las normas laborales del país de acogida; 
(iv) las empresas de trabajo temporal garantizarán a los trabajadores desplazados las mismas 
condiciones que se aplican a otros trabajadores temporales contratados en el país al que han sido 
enviados; (v) una mayor cooperación para afrontar el fraude y las infracciones en el ámbito del 
desplazamiento. 
 
 

Datos y cifras 
La cuestión del desplazamiento de trabajadores es relevante en toda la Unión Europea. Cada 
uno de los Estados miembros participa asegurando los derechos y la aplicación de las 
garantías de los trabajadores desplazados. Aunque la proporción de trabajadores desplazados 
representa solo el 0,4% de la mano de obra total de la UE, es probable que estas cifras 
aumenten. Y es que, por ejemplo, se produjo un importante incremento del número de 
trabajadores desplazados en la Unión Europea entre 2010 y 2016, alcanzando un 69%. 
La cuestión de los trabajadores desplazados es especialmente relevante en determinados 
sectores. La mayoría de los trabajadores desplazados prestan servicios en el sector de la 
construcción (45%), en la industria (21,8%), en el sector servicios (29,4%), en la agricultura 
y la pesca (1,5%). 
También es posible distinguir algunos Estados miembros de la UE que envían a sus 
trabajadores a otros Estados con mucha frecuencia o que reciben una gran proporción de 
trabajadores desplazados. En los últimos años, Alemania, Francia y Bélgica han sido los 
países de acogida que han recibido la mayor parte de los trabajadores desplazados (el 50% 
de todos los trabajadores desplazados), mientras que Polonia, Alemania y Eslovenia han 
enviado la mayor parte de los trabajadores desplazados. 
La información sobre los trabajadores acogidos y desplazados por cada Estado miembro de 
la UE y sobre los Estados que envían y acogen a la mayoría de los trabajadores desplazados 
está disponible en la página web del Parlamento Europeo: 
https://www.europarl.europa.eu/news/es/headlines/society/20171012STO85930/posted-
workers-the-facts-on-the-reform-infographic	

 
 

2. Marco general del desplazamiento transnacional  
 
2.1. Concepto de desplazamiento 
 
El desplazamiento de trabajadores incluye los siguientes supuestos: 
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Situación Contrato de prestación 
de servicios 
 

Desplazamiento dentro 
de un grupo de 
empresas 
 

Empresas de 
trabajo temporal 
 

Descripción Un trabajador es 
desplazado para realizar 
un trabajo para el que se 
ha celebrado un contrato 
entre la empresa que 
desplaza (el empleador) 
y el contratista. El 
trabajador lleva a cabo 
un trabajo por cuenta y 
bajo la dirección de la 
empresa que desplaza.  

Un trabajador es 
desplazado para trabajar 
en una empresa situada 
en otro Estado miembro y 
perteneciente al mismo 
grupo de empresas. 

Un trabajador es 
desplazado a otro 
Estado para trabajar 
para otra empresa. 
El propio 
empleador del 
trabajador es una 
empresa de trabajo 
temporal. 

 
 

¡Importante! 
El desplazamiento es siempre temporal. La empresa solo puede desplazar a los trabajadores 
durante un tiempo limitado y debe existir una relación laboral durante todo el desplazamiento. 

 
Para evaluar si un trabajador realmente es trabajador en un Estado (por ejemplo, España) y presta 
servicios temporales en otro Estado (por ejemplo, Alemania), se tienen en cuenta los siguientes 
criterios: 

(1)  El trabajo se realiza en un Estado extranjero durante un periodo de tiempo limitado; 
(2) Una vez finalizado el trabajo o la prestación de servicios para la que fue desplazado el 

trabajador, este regresa para trabajar de forma permanente en España; 
(3) El empleador que desplaza al trabajador reembolsa los gastos relacionados con el 

desplazamiento (viaje, alojamiento, manutención y otros gastos).  
Duración del desplazamiento. La Directiva 96/71/CE se aplica a todos los desplazamientos, 
independientemente de su duración. Sin embargo, algunas disposiciones de la Directiva no son 
aplicables al desplazamiento de corta duración o permiten a los países de acogida la inaplicación 
de sus normas al desplazamiento de corta duración:  

(i) Siempre se aplica una excepción en el caso de montaje inicial y/o primera instalación 
de bienes, si el periodo de desplazamiento no supera los 8 días. En este caso, no se aplican las 
normas sobre las vacaciones anuales mínimas retribuidas y la remuneración (sin embargo, esta 
excepción no rige en el sector de la construcción); 

(ii) Los países de acogida pueden (previa consulta a los interlocutores sociales) decidir la 
inaplicación de las normas sobre: 

– La duración mínima de las vacaciones anuales retribuidas y la remuneración cuando 
la duración del desplazamiento no exceda de un mes dentro del plazo de un año desde el inicio 
del desplazamiento; 

– Las remuneraciones establecidas en los convenios colectivos cuando el 
desplazamiento se realice en el marco de contratos de prestación de servicios o dentro de un grupo 
de empresas y la duración del desplazamiento no supere un mes dentro del periodo de tiempo de 
un año desde el inicio del desplazamiento (sin embargo, esta excepción no resulta aplicable a los 
trabajadores temporales); 

– La duración mínima de las vacaciones anuales retribuidas y la remuneración con 
base en la escasa importancia de los trabajos que deban efectuarse según la legislación nacional 
(sin embargo, esta excepción no resulta aplicable a los trabajadores temporales); 
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(iii) Los Estados miembros de acogida podrán eximir de la obligación de presentar 
declaraciones en los casos de desplazamiento de corta duración.  

 
En España: 
(i) Las condiciones de trabajo establecidas en la legislación laboral relativas a las vacaciones 
anuales retribuidas y a la cuantía del salario no serán de aplicación a los trabajadores por 
cuenta y bajo la dirección de su empresa desplazados en ejecución de un contrato celebrado 
entre la misma y el destinatario de la prestación de servicios, que esté establecido o que ejerza 
su actividad en España, ni tampoco a los desplazamientos de trabajadores a un centro de 
trabajo de la propia empresa o de otra empresa del grupo del que forme parte, si tales 
desplazamientos no exceden de 8 días. 
(ii) No será exigible la comunicación del desplazamiento en aquellos arriba mencionados 
cuya duración no exceda de 8 días. 

 
Desplazamiento de larga duración 
Con la entrada en vigor de la Directiva de 2018 que modifica la Directiva de 1996 sobre el 
desplazamiento de trabajadores, a partir del 30 de julio de 2020, los trabajadores desplazados por 
periodos superiores a 12 meses (o 18 meses, previa notificación motivada del empleador) tienen 
derecho a todas las condiciones de trabajo que se apliquen en el Estado miembro de acogida, 
excepto los procedimientos, formalidades y condiciones de celebración y de resolución del 
contrato de trabajo, así como los regímenes complementarios de jubilación.	
	

En España, cuando la empresa prestadora de servicios estime que la duración efectiva del 
desplazamiento va a ser superior a 12 meses, podrá dirigir a la autoridad laboral competente, 
antes del transcurso del indicado plazo, una notificación motivada, que ampliará hasta un 
máximo de 18 meses la aplicación de las condiciones de trabajo previstas en la legislación 
laboral española. 

 
¿Lo sabía? 
Los trabajadores que son enviados temporalmente a trabajar a otro Estado miembro, pero que no 
prestan servicios allí, no son trabajadores desplazados. Dichas situaciones se denominan “viajes 
de negocios” y estos trabajadores no están cubiertos por la Directiva sobre el desplazamiento de 
trabajadores. Por ejemplo, un trabajador que viaja por negocios sin prestar ningún servicio, asiste 
a una conferencia, a una reunión de negocios, a una feria, a cursos de formación, etc. 
 
 
2.2. Normativa de la Unión Europea y nacional 
v Directiva 96/71/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 16 de diciembre de 1996, 
sobre el desplazamiento de trabajadores efectuado en el marco de una prestación de servicios. 
v Directiva 2014/67/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 15 de mayo de 2014, 
relativa a la garantía de cumplimiento de la Directiva 96/71/CE, sobre el desplazamiento de 
trabajadores efectuado en el marco de una prestación de servicios, y por la que se modifica el 
Reglamento (UE) n° 1024/2012 relativo a la cooperación administrativa a través del Sistema de 
Información del Mercado Interior («Reglamento IMI»). 
v Directiva (UE) 2018/957 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 28 de junio de 2018, que 
modifica la Directiva 96/71/CE sobre el desplazamiento de trabajadores efectuado en el marco de 
una prestación de servicios. 
v Artículos 12, 13 y 16 del Reglamento (CE) nº 883/2004 del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 29 de abril de 2004, sobre la coordinación de los sistemas de Seguridad Social. 
v Reglamento (CE) nº 987/2009 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 16 de septiembre 
de 2009, por el que se adoptan las normas de aplicación del Reglamento (CE) nº 883/2004, sobre 
la coordinación de los sistemas de Seguridad Social. 
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v Ley 14/1994, de 1 de junio, por la que se regulan las empresas de trabajo temporal. 
v Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de prevención de riesgos laborales. 
v Ley 45/1999, de 29 de noviembre, sobre el desplazamiento de trabajadores en el marco de 
una prestación de servicios transnacional. 
v Real Decreto Legislativo 5/2000, de 4 de agosto, por el que se aprueba el texto refundido de 
la Ley sobre Infracciones y Sanciones en el Orden Social. 
v Real Decreto Legislativo 2/2015, de 23 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido 
de la Ley del Estatuto de los Trabajadores. 
v Ley 23/2015, de 21 de julio, Ordenadora del Sistema de Inspección de Trabajo y Seguridad 
Social. 
 
 

3. Información oficial sobre el desplazamiento de trabajadores 
La Directiva 2014/67/UE permite, pero no obliga, a los Estados miembros de acogida que reciben 
trabajadores desplazados de la Unión Europea a imponer más requisitos administrativos y 
medidas de control.  
 
3.1. Medidas administrativas aplicables antes o al inicio del desplazamiento 
El artículo 9.1 de la Directiva permite al Estado miembro de acogida imponer los siguientes 
requisitos que deben cumplirse a más tardar al inicio del desplazamiento: 

(1) Presentar una declaración a las autoridades nacionales competentes responsables que 
contenga la información pertinente necesaria para permitir controles materiales en el lugar de 
trabajo, incluyendo: 

(i) la identidad del prestador de servicios; 
(ii) el número previsto de trabajadores desplazados claramente identificables; 
(iii) la persona de enlace y la persona de contacto; 
(iv) la duración previsible y las fechas previstas del comienzo y de la finalización del 

desplazamiento; 
(v) la dirección o direcciones del lugar de trabajo; 
(vi) la naturaleza de los servicios que justifican el desplazamiento. 
(2) Designar a una persona que sirva de enlace con las autoridades competentes del Estado 

miembro de acogida;  
(3) Designar una persona de contacto que actúe como representante a través de la cual los 

interlocutores sociales pertinentes puedan intentar que el prestador de servicios participe en 
negociaciones colectivas en el Estado miembro de acogida. 

Asimismo, hay que tener en cuenta que la Directiva también exige, en caso de que los 
Estados miembros impongan los citados requisitos, que se puedan realizar los procedimientos y 
trámites relativos al desplazamiento de trabajadores a distancia y electrónicamente.  

 
¿Lo sabía? 
Aunque, como se ha señalado, la Directiva permite recopilar la información antes mencionada, 
todos los Estados miembros han hecho uso de esta posibilidad y han introducido en su 
ordenamiento jurídico o en su práctica las medidas administrativas pertinentes para los casos en 
que se desplacen trabajadores de otros Estados miembros a empresas establecidas y/o que operen 
en su territorio. Cabe señalar que los Estados miembros están obligados a comunicar toda la 
información sobre las medidas administrativas vigentes a la Comisión Europea que, a su vez, 
informa a los demás Estados miembros. Además, cualquier persona interesada puede obtener esta 
información en el sitio web nacional de cada Estado miembro.  
 
 



 
	

8	

	

Enlace útil: 
Prácticamente todos los Estados miembros han puesto en marcha el sistema electrónico para la 
comunicación previa de los desplazamientos de trabajadores. 
Los enlaces al punto de contacto de un país concreto y su información están disponibles en el 
siguiente enlace: 
 https://europa.eu/youreurope/citizens/national-contact-
points/index_es.htm?topic=work&contacts=id-611492 
Aunque la Directiva no lo establece expresamente, casi todos los Estados miembros obligan al 
empleador responsable del desplazamiento a efectuar las declaraciones pertinentes e informar 
a la autoridad nacional competente. Así, toda la información legal y administrativa es publicada 
por las autoridades competentes de los Estados miembros en sus páginas web no solo en el 
idioma nacional, sino también en inglés y en otras lenguas oficiales de los Estados miembros y, 
en algunos casos, también en las lenguas de terceros países (normalmente teniendo en cuenta la 
situación del mercado laboral, los Estados de origen de los trabajadores desplazados, etc.). 
En España, será competente la autoridad laboral de la Comunidad Autónoma donde se vayan a 
prestar los servicios. Por lo demás, cuando los servicios se prestan en las Ciudades Autónomas 
de Ceuta o Melilla, serán competentes las Áreas Funcionales de Trabajo e Inmigración de las 
Delegaciones del Gobierno respectivas 
(https://www.mites.gob.es/es/sec_trabajo/debes_saber/desplazamiento-
trabajadores/datoscontacto-autlaborales/index.htm). Centro de enlace a nivel nacional al que 
dirigirse en caso de duda sobre la autoridad laboral competente: Subdirección General de 
Ordenación Normativa, Dirección General de Empleo (sgon@mites.gob.es). 

 
 

En España, el empresario que desplace desde el extranjero trabajadores a territorio 
nacional en el marco de una prestación de servicios transnacional deberá comunicar el 
desplazamiento, antes de su inicio y con independencia de su duración, a la autoridad laboral 
española competente por razón del territorio donde se vayan a prestar los servicios. La 
comunicación se hará por medios electrónicos, en el modo que se determine 
reglamentariamente. Al efecto, el Ministerio de Empleo y Seguridad Social establecerá, de 
acuerdo con las Comunidades Autónomas, un registro electrónico central de tales 
comunicaciones. Cuando la empresa que desplaza a los trabajadores a España pretenda ser 
contratada o subcontratada para trabajos en una obra de construcción, además, deberá estar 
inscrita en el Registro de Empresas Acreditadas (REA).  
La comunicación de desplazamiento contendrá los datos e informaciones siguientes: 
(i) La identificación de la empresa que desplaza al trabajador. 
(ii) El domicilio fiscal de dicha empresa y su número de identificación a efectos del Impuesto 
sobre el Valor Añadido. 
(iii) Los datos personales y profesionales de los trabajadores desplazados. 
(iv) La identificación de la empresa o empresas y, en su caso, del centro o centros de trabajo 
donde los trabajadores desplazados prestarán sus servicios. 
(v) La fecha de inicio y la duración previstas del desplazamiento. 
(vi) La determinación de la prestación de servicios que los trabajadores desplazados van a 
desarrollar en España con indicación del supuesto que corresponda. 
(vii) Los datos identificativos y de contacto de una persona física o jurídica presente en 
España que sea designada por la empresa como su representante para servir de enlace con 
las autoridades competentes españolas y para el envío y recepción de documentos o 
notificaciones, de ser necesario. 

(viii) Los datos identificativos y de contacto de una persona que pueda actuar en España en 
representación de la empresa prestadora de servicios en los procedimientos de información y 
consulta de los trabajadores, y negociación, que afecten a los trabajadores desplazados a 
España. 
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En el supuesto de desplazamiento en cadena de trabajadores de empresas de trabajo temporal, 
la empresa de trabajo temporal deberá comunicar el desplazamiento e incluir en la 
comunicación, además, lo siguiente: 
(i) La identificación de la empresa usuaria extranjera que envía a la persona trabajadora a 
España. 
(ii) La determinación de la prestación de servicios que las personas trabajadoras desplazadas 
van a desarrollar en España con indicación del supuesto que corresponda de los previstos en el 
artículo 2.2 de la Ley 45/1999.  
La obligación de realizar la comunicación de desplazamiento se entiende sin perjuicio del 
cumplimiento de cualesquiera otras obligaciones en materia de comunicación, información o 
declaración de actividades que deban efectuar a las Administraciones públicas los empresarios 
en virtud de otras disposiciones.  

 
3.2. Medidas administrativas aplicables durante el desplazamiento 
La Directiva 2014/67/UE permite a los Estados miembros imponer al empleador de acogida la 
obligación de conservar o poner a disposición y/o guardar copias, en papel o en formato 
electrónico, del contrato de trabajo o de un documento equivalente, de las nóminas, de las fichas 
con los horarios que indiquen el comienzo, el final y la duración del trabajo diario y los 
comprobantes del pago de salarios o copias de los documentos equivalentes durante el período de 
desplazamiento en un lugar accesible y claramente identificado de su territorio, como puede ser 
el lugar de trabajo, a pie de obra o, en el caso de los trabajadores móviles del sector del transporte, 
la base de operaciones o el vehículo en el que se presta el servicio. 
 

Las empresas que desplacen trabajadores a España, una vez concluido el desplazamiento, 
deberán aportar los documentos mencionados cuando sean requeridos para ello por la 
Inspección de Trabajo y Seguridad Social. La ley española no establece un período específico 
de tiempo en lo referente a la obligación de conservación de tales documentos. 

 
 

4. Condiciones de trabajo y garantías en el país de acogida 
4.1. Condiciones de trabajo 
Las condiciones de trabajo establecidas en la Directiva sobre el desplazamiento de trabajadores 
que deben garantizarse a los trabajadores desplazados en el país de acogida son las siguientes: 
 
(1) Periodos máximos de trabajo y periodos mínimos de descanso – el trabajador que trabaje en 
una empresa del país de acogida deberá tener garantizados los mismos periodos de trabajo y 
descanso que se aplican en el país de acogida. 
 

En España – (i) La duración de la jornada laboral media, sin contar las horas extraordinarias, 
es de 37 horas a la semana. La duración de la jornada de trabajo será la pactada en los 
convenios colectivos o contratos de trabajo, con una duración máxima de 40 horas semanales 
de trabajo efectivo de promedio en cómputo anual. El número de horas ordinarias de trabajo 
efectivo no podrá ser superior a 9 diarias, salvo que por convenio colectivo o, en su defecto, 
acuerdo entre la empresa y los representantes de los trabajadores, se establezca otra 
distribución del tiempo de trabajo diario, respetando en todo caso el descanso entre jornadas. 
(ii) Siempre que la duración de la jornada diaria continuada exceda de 6 horas, deberá 
establecerse un periodo de descanso durante la misma de duración no inferior a 15 minutos. 
Este periodo de descanso se considerará tiempo de trabajo efectivo cuando así se establezca 
por convenio colectivo o contrato de trabajo. Entre el final de una jornada y el comienzo de la 
siguiente mediarán, como mínimo, 12 horas. El descanso semanal ininterrumpido no será 
inferior a 36 horas (la tarde del sábado y el domingo, o el domingo y la mañana del lunes). 
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(2) La duración mínima de las vacaciones anuales retribuidas - durante el período de tiempo 
trabajado por un trabajador desplazado en una empresa extranjera, este deberá tener garantizadas 
al menos las vacaciones anuales mínimas retribuidas en dicho país o una parte proporcional de 
las vacaciones anuales retribuidas por el período de tiempo trabajado. 
 

En España– El periodo de vacaciones anuales retribuidas, no sustituible por compensación 
económica, será el pactado en convenio colectivo o contrato individual. En ningún caso la 
duración será inferior a treinta días naturales.  

 
(3) Remuneración, incluidas las horas extras (este requisito no se aplica a los regímenes 
complementarios de jubilación): cabe señalar que la Directiva inicial sobre el desplazamiento de 
trabajadores exigía que se garantizara la cuantía de salario mínimo. Tras la entrada en vigor de la 
Directiva de 2018, la remuneración incluirá todos los elementos constitutivos de la remuneración 
obligatorios y aplicables a los trabajadores locales en virtud de la legislación nacional o de los 
convenios colectivos de aplicación universal desde el primer día de trabajo del trabajador 
desplazado en el país de acogida. Se aplicará, así, el principio de igual salario por igual trabajo 
prestado en el mismo lugar. 
 

En España: 
(i) Se considerará salario la totalidad de las percepciones económicas de los trabajadores, en 
dinero o en especie, por la prestación profesional de los servicios laborales por cuenta ajena, 
ya retribuyan el trabajo efectivo, cualquiera que sea la forma de remuneración, o los periodos 
de descanso computables como de trabajo. 
(ii) Mediante la negociación colectiva o, en su defecto, el contrato individual, se determinará 
la estructura del salario, que deberá comprender el salario base, como retribución fijada por 
unidad de tiempo o de obra y, en su caso, complementos salariales de distinta tipología.  
(iii) El Gobierno fijará, previa consulta con las organizaciones sindicales y asociaciones 
empresariales más representativas, anualmente, el salario mínimo interprofesional, el cual será 
de aplicación a los trabajadores no cubiertos por convenio colectivo.  
(iv) El salario de cualquier trabajador no puede ser inferior al salario mínimo aprobado por el 
Gobierno. Los convenios colectivos podrán establecer retribuciones superiores al salario 
mínimo. El salario mínimo mensual para el año 2022 es de 1000 € (repartidos en catorce 
pagas). 
(v) Mediante convenio colectivo o, en su defecto, contrato individual, se optará entre abonar 
las horas extraordinarias en la cuantía que se fije, que en ningún caso podrá ser inferior al valor 
de la hora ordinaria, o compensarlas por tiempos equivalentes de descanso retribuido.  

 

¡Importante! El empleador del trabajador desplazado debe garantizar que el importe pagado 
al trabajador durante el desplazamiento es al menos equivalente a la remuneración determinada 
según las normas del Estado miembro de acogida. La comparación entre el importe realmente 
pagado al trabajador y el importe que corresponda según dichas normas del Estado miembro 
de acogida debe basarse en la remuneración bruta (es decir, el pago antes de las cotizaciones, 
deducciones o impuestos) y no en los elementos constitutivos de la remuneración. 

 

¡Cuestiones a tener en cuenta!  El Estado miembro de acogida no tiene la obligación, en virtud 
de la Directiva 2014/67/UE, de indicar la remuneración que debe pagarse. Los Estados 
miembros deben proporcionar información sobre las condiciones de trabajo, incluidos los 
elementos constitutivos de la remuneración que se aplicará a los trabajadores desplazados a su 
territorio. Sin embargo, es responsabilidad del empleador establecer en cada caso individual 
cuánto debe pagarse a un trabajador desplazado sobre la base de esta información 
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(4) Salud, seguridad e higiene en el trabajo - a los trabajadores desplazados se les garantizarán 
las mismas condiciones de seguridad y salud durante su trabajo en la empresa de acogida que las 
garantizadas a los trabajadores locales según las condiciones de trabajo y otras particularidades. 
 

En España – (i) La prevención de riesgos laborales está regulada fundamentalmente en la Ley 
31/1995, de 8 de noviembre, de prevención de riesgos laborales. 
(ii) El trabajador, en la prestación de sus servicios, tendrá derecho a la tutela efectiva en materia 
de seguridad y salud en el trabajo. El trabajador está obligado a observar en su trabajo las 
medidas legales y reglamentarias de seguridad y salud en el trabajo. 
(iii) El empleador está obligado a garantizar que cada trabajador reciba la suficiente y adecuada 
formación teórica y práctica en materia preventiva tanto en el momento de la contratación, 
cualquiera que sea la modalidad o duración de esta, como cuando se produzcan cambios en las 
funciones que desempeñe o se introduzcan nuevas tecnologías o cambios en los equipos de 
trabajo.  
(iv) El empresario adoptará las medidas necesarias a fin de garantizar que solo los trabajadores 
que hayan recibido información suficiente y adecuada puedan acceder a las zonas de riesgo 
grave y específico. Asimismo, el empresario adoptará las medidas necesarias para que los 
equipos de trabajo sean los adecuados para el trabajo a realizar y convenientemente adaptados 
a tal efecto, de forma garanticen la seguridad y salud de los trabajadores al utilizarlos. Cuando 
la utilización de los equipos de trabajo pueda presentar un riesgo específico para la seguridad 
y salud de los trabajadores, el empresario adoptará las medidas necesarias para que las labores 
de reparación, transformación, mantenimiento o conservación sean realizadas por trabajadores 
específicamente capacitados para ello. 

 
(5) Medidas de protección aplicables a las condiciones de trabajo de las mujeres embarazadas 
o que hayan dado a luz recientemente, de los niños y de los jóvenes - los trabajadores 
desplazados deberán tener garantizadas las mismas condiciones de seguridad y salud en el trabajo, 
las condiciones de un contrato de trabajo y otras condiciones conexas (por ejemplo, pausas 
adicionales, reducción de la jornada laboral, permisos remunerados más prolongados, etc.) 
durante su trabajo en la empresa de acogida que las aplicables a los trabajadores locales de estas 
categorías. 
 

En España – (i) Existe una protección especial para las trabajadoras en situación de 
embarazo, parto reciente o lactancia: en concreto, se exige una evaluación reforzada de los 
riesgos laborales, de manera que la ley obliga al empresario a la determinación de la naturaleza, 
el grado y la duración de la exposición de las trabajadoras en situación de embarazo o parto 
reciente a agentes, procedimientos o condiciones de trabajo que puedan influir negativamente 
en la salud de las trabajadoras o del feto, en cualquier actividad susceptible de presentar un 
riesgo específico. Si los resultados de la evaluación revelasen un riesgo para la seguridad y la 
salud o una posible repercusión sobre el embarazo o la lactancia de las citadas trabajadoras, el 
empresario adoptará las medidas necesarias para evitar la exposición a dicho riesgo, a través 
de una adaptación de las condiciones o del tiempo de trabajo de la trabajadora afectada. Dichas 
medidas incluirán, cuando resulte necesario, la no realización de trabajo nocturno o de trabajo 
a turnos. Asimismo, las trabajadoras embarazadas tendrán derecho a ausentarse del trabajo, 
con derecho a remuneración, para la realización de exámenes prenatales y técnicas de 
preparación al parto, previo aviso al empresario y justificación de la necesidad de su realización 
dentro de la jornada de trabajo. 
(ii) Seguridad y salud de trabajadores menores de 18 años: antes de la incorporación al 
trabajo de jóvenes menores de 18 años, y previamente a cualquier modificación importante de 
sus condiciones de trabajo, el empresario deberá efectuar una evaluación de los puestos de 
trabajo a desempeñar por los mismos, a fin de determinar la naturaleza, el grado y la duración 
de su exposición, en cualquier actividad susceptible de presentar un riesgo específico al 
respecto, a agentes, procesos o condiciones de trabajo que puedan poner en peligro la seguridad 
o la salud de estos trabajadores. A tal fin, la evaluación tendrá especialmente en cuenta los 
riesgos específicos para la seguridad, la salud y el desarrollo de los jóvenes derivados de su 
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falta de experiencia, de su inmadurez para evaluar los riesgos existentes o potenciales y de su 
desarrollo todavía incompleto. Así, el Gobierno establecerá las limitaciones a la contratación 
de jóvenes menores de dieciocho años en trabajos que presenten riesgos específicos. 
(iii) Seguridad y salud en el trabajo de personas con discapacidad: el empresario 
garantizará de manera específica la protección de los trabajadores que, por sus propias 
características personales o estado biológico conocido, incluidos aquellos que tengan 
reconocida la situación de discapacidad física, psíquica o sensorial, sean especialmente 
sensibles a los riesgos derivados del trabajo. A tal fin, deberá tener en cuenta dichos aspectos 
en las evaluaciones de los riesgos y, en función de estas, adoptará las medidas preventivas y 
de protección necesarias. Los trabajadores no serán empleados en aquellos puestos de trabajo 
en los que, a causa de sus características personales, estado biológico o por su discapacidad 
física, psíquica o sensorial debidamente reconocida, puedan ellos, los demás trabajadores u 
otras personas relacionadas con la empresa ponerse en situación de peligro o, en general, 
cuando se encuentren manifiestamente en estados o situaciones transitorias que no respondan 
a las exigencias psicofísicas de los respectivos puestos de trabajo. 

 
(6) Igualdad de trato entre hombres y mujeres, y otras disposiciones sobre no discriminación - 
los trabajadores desplazados no pueden ser objeto de ninguna discriminación ni recibir un trato 
menos favorable durante su trabajo en la empresa de acogida como consecuencia de sus 
circunstancias personales o privadas no relacionadas con las competencias profesionales. 
  

En España – (i) Se consideran nulos y sin efecto todos los preceptos reglamentarios, las 
cláusulas de los convenios colectivos, los pactos individuales y las decisiones unilaterales del 
empresario que den lugar en el empleo, así como en materia de retribuciones, jornada y demás 
condiciones de trabajo, a situaciones de discriminación directa o indirecta desfavorables por 
razón de edad o discapacidad o a situaciones de discriminación directa o indirecta por razón 
de sexo, origen, incluido el racial o étnico, estado civil, condición social, religión o 
convicciones, ideas políticas, orientación o condición sexual, adhesión o no a sindicatos y a 
sus acuerdos, vínculos de parentesco con personas pertenecientes a o relacionadas con la 
empresa y lengua dentro del Estado español. Serán igualmente nulas las órdenes de discriminar 
y las decisiones del empresario que supongan un trato desfavorable de los trabajadores como 
reacción ante una reclamación efectuada en la empresa o ante una acción administrativa o 
judicial destinada a exigir el cumplimiento del principio de igualdad de trato y no 
discriminación. 
(ii) La negociación colectiva podrá establecer medidas de acción positiva para favorecer el 
acceso de las mujeres a todas las profesiones. A tal efecto podrá establecer reservas y 
preferencias en las condiciones de contratación de modo que, en igualdad de condiciones de 
idoneidad, tengan preferencia para ser contratadas las personas del sexo menos representado 
en el grupo profesional de que se trate. 
(iii) En el caso de las empresas de 50 o más trabajadores, las medidas de igualdad deberán 
dirigirse a la elaboración y aplicación de un plan de igualdad. Los planes de igualdad son un 
conjunto ordenado de medidas, adoptadas después de realizar un diagnóstico de situación, 
tendentes a alcanzar en la empresa la igualdad de trato y de oportunidades entre mujeres y 
hombres y a eliminar la discriminación por razón de sexo. Los planes de igualdad fijarán los 
concretos objetivos de igualdad a alcanzar, las estrategias y prácticas a adoptar para su 
consecución, así como el establecimiento de sistemas eficaces de seguimiento y evaluación de 
los objetivos fijados. 

 
(7) Condiciones de trabajo de los trabajadores temporales - la empresa de trabajo temporal 
garantizará que los trabajadores cedidos desplazados estén sujetos, como mínimo, a las 
condiciones laborales básicas que se aplicarían a dichos trabajadores si fueran contratados por la 
empresa usuaria para ocupar el mismo puesto de trabajo, incluidos todos los convenios colectivos 
aplicables a nivel de empresa.  
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¡Importante! La empresa usuaria informará a la empresa de trabajo temporal sobre los términos 
y condiciones de empleo que aplica en materia de condiciones de trabajo y remuneración. 

 
En España – (i) En los desplazamientos de un trabajador por parte de una empresa de trabajo 
temporal para su puesta a disposición de una empresa usuaria que esté establecida o que ejerza 
su actividad en España, las empresas de trabajo temporal, además de garantizar a sus 
trabajadores desplazados, cualquiera que sea la legislación aplicable al contrato de trabajo, las 
condiciones de trabajo previstas por la legislación laboral española, deberán cumplir las 
condiciones que establece la Ley 14/1994, de 1 de junio, por la que se regulan las empresas de 
trabajo temporal, para la cesión de trabajadores a empresas usuarias.  
(ii) Las empresas usuarias establecidas en otros Estados de la Unión Europea o signatarias del 
Acuerdo del Espacio Económico Europeo que envíen temporalmente a las personas 
trabajadoras que le sean cedidas por las empresas de trabajo temporal a España para realizar 
un trabajo en el marco de una prestación de servicios transnacional, deberán informar a la 
empresa de trabajo temporal sobre el inicio del envío con tiempo suficiente para que dicha 
empresa pueda comunicar el desplazamiento a las autoridades españolas. Dichas empresas 
usuarias serán también responsables ante las autoridades españolas del incumplimiento de 
dicha obligación una vez que se haya producido el desplazamiento. 

 
(8) Las condiciones de alojamiento de los trabajadores, cuando el empleador las proporcione 
a los trabajadores que se encuentren fuera de su lugar de trabajo habitual - se trata de una 
nueva garantía para los trabajadores desplazados establecida en la Directiva (UE) 2018/957. En 
este caso, el empleador deberá garantizar a los trabajadores desplazados las mismas condiciones 
de alojamiento que las exigidas por la legislación o la práctica nacional al personal de la empresa 
cuando sea enviado a un lugar distinto del de su trabajo habitual. 
  

En España – El artículo 3.1.j) de la Ley 45/1999 obliga a los empresarios que desplacen a sus 
trabajadores en el marco de una prestación de servicios transnacional a garantizar a estos, 
cualquiera que sea la legislación aplicable al contrato de trabajo, las condiciones de trabajo 
previstas por la legislación laboral española relativas a las condiciones de alojamiento de las 
personas trabajadoras, cuando el empleador se lo proporcione a personas trabajadoras que se 
encuentren fuera de su lugar de trabajo habitual. Por lo tanto, debe tratarse de alojamientos 
que reúnan las condiciones mínimas de habitabilidad, suministro y confort, según la normativa 
estatal y autonómica de aplicación.  

 
(9) Complementos o reembolsos en concepto de gastos de viaje, alojamiento y manutención 
previstos para los trabajadores que están fuera de su domicilio por motivos profesionales – el 
empleador deberá reembolsar los gastos de viaje, alojamiento y manutención de un trabajador 
desplazado de conformidad con la legislación y/o las prácticas aplicables a las relaciones laborales 
en el Estado miembro de origen. Las cantidades a pagar (o los gastos reembolsables) por el 
empleador en relación con los gastos de viaje, alojamiento y manutención no se consideran parte 
de la remuneración. Se pagarán o reembolsarán además del salario. 
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En España – El artículo 3.1.k) de la Ley 45/1999 obliga a los empresarios que desplacen a sus 
trabajadores en el marco de una prestación de servicios transnacional a garantizar a estos, 
cualquiera que sea la legislación aplicable al contrato de trabajo, las condiciones de trabajo 
previstas por la legislación laboral española relativas las dietas o los reembolsos para cubrir los 
gastos de viaje, alojamiento y manutención en que incurran las personas trabajadoras 
desplazadas a España cuando, durante su estancia, deban viajar a y desde su lugar habitual de 
trabajo situado en España a otro lugar fuera de su residencia temporal en España por motivos 
profesionales o cuando su persona empleadora los envíe temporalmente desde dicho lugar 
habitual de trabajo a otro lugar de trabajo en España o en el extranjero. 

(i) Gastos de locomoción: si es en trasporte público, se reembolsa el total del gasto justificable 
con factura; si es en trasporte privado, se reembolsa 0,19 euros/km. 
(ii) Gastos de manutención pernoctando en municipio distinto: 53,34 euros/día en España y 
91,35 euros/día en el extranjero. 
(iii) Gastos de manutención pernoctando en el mismo municipio: 26,67 euros/día en España y 
48,08 en el extranjero. 

 
 

¡Importante! El empleador que desplaza al trabajador debe garantizarle unas condiciones de 
trabajo no discriminatorias en comparación con las garantizadas a los trabajadores locales del 
país de acogida. Esto significa que un trabajador desplazado está sujeto a la legislación laboral 
del país de su empleo habitual (el contrato de trabajo con su empleador sigue vigente durante 
el desplazamiento), junto a la legislación del país donde ha sido desplazado para trabajar. Si la 
normativa legal difiere, el empleador deberá garantizar las condiciones de trabajo más 
favorables para el trabajador. 

 
 
4.2. Información para los trabajadores desplazados 
De conformidad con el artículo 4 de la Directiva 91/533/CEE, relativa a la obligación del 
empresario de informar al trabajador acerca de las condiciones aplicables al contrato de trabajo o 
a la relación laboral, antes de desplazar a un trabajador para que preste servicios en otro Estado, 
el empleador deberá facilitar la siguiente información por escrito: 

(i) la duración del trabajo ejercido en el extranjero;  
(ii) la divisa en que se pagará la retribución; 
(iii) en su caso, ventajas en metálico y en especie ligadas a la expatriación;   
(iv)  en su caso, condiciones de repatriación del trabajador.  

Hay que tener en cuenta que la Directiva (UE) 2019/1152 relativa a unas condiciones de trabajo 
transparentes y previsibles en la Unión Europea debe ser transpuesta al ordenamiento jurídico 
interno a más tardar el 1 de agosto de 2022 (esta Directiva sustituye a la Directiva 91/533/CEE 
antes citada) y, de acuerdo con su artículo 7, antes de desplazar a un trabajador a trabajar en el 
extranjero, el empleador deberá proporcionarle información por escrito sobre: 

(i) el país o países en los que debe llevarse a cabo el trabajo y la duración prevista de este; 
(ii) la divisa para el pago de la retribución; 
(iii) la remuneración a la que el trabajador tiene derecho con arreglo a la legislación 

aplicable del Estado miembro de acogida;  
(iv) en su caso, las prestaciones en metálico o en especie ligadas a las tareas asignadas; 
(v) en su caso, todo complemento específico por desplazamiento y toda disposición relativa 

al reembolso de los gastos de viaje, alojamiento y manutención; 
(vi) el enlace al sitio web oficial desarrollado por el Estado miembro de acogida que 

contenga información sobre las normas de Derecho laboral aplicables a los 
trabajadores desplazados; 
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(vii) información sobre si está prevista la repatriación y, en caso afirmativo, las condiciones 
de repatriación del trabajador. 

 

¡Importante! 
Es el empleador que desplaza al trabajador el que debe informarse de las condiciones de trabajo 
y las garantías que deben aplicarse en el país de acogida. Esa es su obligación. Usted tiene 
derecho a recibir toda la información necesaria de sus socios comerciales, representantes de la 
empresa a la que envía a sus trabajadores. En el caso del desplazamiento de trabajadores 
temporales, el empleador receptor debe ser activo y facilitarle a usted, como empleador que 
desplaza al trabajador, toda la información pertinente. 
En virtud del artículo 5 de la Directiva 2014/67/UE, los Estados miembros de acogida tienen 
la obligación de crear y mantener actualizada una página web nacional que contenga la 
información sobre los términos y condiciones de trabajo aplicables a los trabajadores 
desplazados a su territorio. Esta información debe estar disponible pública y gratuitamente, 
redactada de manera clara, transparente, inteligible y fácilmente accesible, a distancia y por 
medios electrónicos, en formatos y conforme a normas web de accesibilidad que garanticen el 
acceso de las personas con discapacidad. La página web deberá incluir, cuando sea posible, 
enlaces a páginas web y otros puntos de contacto ya existentes, en particular, a los 
interlocutores sociales correspondientes.  
Cada Estado miembro de la UE tendrá al menos un punto de contacto para proporcionar 
información detallada sobre el desplazamiento de trabajadores en el extranjero. Dichos puntos 
de contacto también cooperarán e intercambiarán información, supervisarán las condiciones de 
trabajo durante el desplazamiento y adoptarán medidas posteriores si se sospecha que se ha 
infringido alguna norma. Los enlaces al punto de contacto de un país concreto y su información 
están disponibles aquí: 
https://europa.eu/youreurope/citizens/national-contact-
points/index_es.htm?topic=work&contacts=id-611492 

 
En España – la autoridad laboral del territorio donde se vayan a prestar los servicios es la 
institución competente para informar a los interesados en un desplazamiento sobre las 
condiciones de trabajo que deben ser garantizadas. Toda la información relevante, así como 
los datos de contacto de las personas que pueden brindarle ayuda adicional, están disponibles 
en el siguiente sitio web: 
https://www.mites.gob.es/es/sec_trabajo/debes_saber/desplazamiento-
trabajadores/index.htm. 

 
 
4.3. Colaboración social y negociación colectiva 
Pese a que las Directivas sobre desplazamiento no obligan directamente a los interlocutores 
sociales (sindicatos y organizaciones empresariales) a participar en los procesos relacionados con 
el desplazamiento, su papel es muy importante.  
Los trabajadores desplazados pueden solicitar información y asesoramiento a los representantes 
sindicales tanto en su empresa como en la de acogida. Las actividades y el grado de compromiso 
de los sindicatos difieren de forma considerable entre los distintos Estados e incluso entre las 
empresas involucradas. No se sorprenda si no hay ningún sindicato activo en una empresa. En tal 
caso, busque el contacto con los sindicatos que operan a nivel sectorial, territorial o incluso 
nacional. Los datos de contacto de los sindicatos suelen estar disponibles en Internet y debe 
buscarlos. También puede buscar información y datos de contacto en la página web del sindicato 
activo a nivel de la Unión Europea: https://www.etuc.org/en 
 

En España, la representación de los trabajadores se articula en dos niveles. Por un lado, como 
resultado del derecho constitucional a la libertad sindical, existe la llamada representación 
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sindical. Por otro, el Estatuto de los Trabajadores prevé la representación unitaria, esto es, 
delegados de personal y comités de empresa. 
Las organizaciones que tienen la consideración de sindicato más representativo gozan de 
capacidad representativa a todos los niveles territoriales y funcionales para: ostentar 
representación institucional ante las Administraciones públicas u otras entidades y organismos 
de carácter estatal o de Comunidad Autónoma que la tenga prevista; la negociación colectiva, 
en los términos previstos en el Estatuto de los Trabajadores; participar como interlocutores en 
la determinación de las condiciones de trabajo en las Administraciones públicas a través de los 
oportunos procedimientos de consulta o negociación; participar en los sistemas no 
jurisdiccionales de solución de conflictos de trabajo; promover elecciones para delegados de 
personal y comités de empresa y órganos correspondientes de las Administraciones públicas; 
obtener cesiones temporales del uso de inmuebles patrimoniales públicos en los términos que 
se establezcan legalmente. 
(i) Organizaciones sindicales más representativas:    
A nivel nacional:   
Comisiones Obreras: http://www.ccoo.es.    
Unión General de Trabajadores: http://www.ugt.es.     
A nivel autonómico:    
Confederación Intersindical Galega: http://www.galizacig.gal/avantar.   
Eusko Langileen Alkartasuna-Solidaridad de los Trabajadores Vascos: http://www.ela.eus/es.  
(ii) Organizaciones empresariales más representativas a nivel nacional:    
Confederación Española de Organizaciones Empresariales http://www.ceoe.es.     
Confederación Española de la Pequeña y Mediana Empresa: http://www.cepyme.es/.  
(iii) Comités de empresa: 
En España, el comité de empresa se constituirá en cada centro de trabajo cuyo censo sea de 
cincuenta o más trabajadores. En la empresa que tenga en la misma provincia, o en municipios 
limítrofes, dos o más centros de trabajo cuyos censos no alcancen los cincuenta trabajadores, 
pero que en su conjunto lo sumen, se constituirá un comité de empresa conjunto. Cuando unos 
centros tengan cincuenta trabajadores y otros de la misma provincia no, en los primeros se 
constituirán comités de empresa propios y con todos los segundos se constituirá otro. La 
representación de los trabajadores en la empresa o centro de trabajo que tengan menos de 
cincuenta y más de diez trabajadores corresponde a los delegados de personal. Igualmente 
podrá haber un delegado de personal en aquellas empresas o centros que cuenten entre seis y 
diez trabajadores, si así lo decidieran estos por mayoría. 

 
Negociación colectiva. Tal y como exige la Directiva, se aplicarán a los trabajadores desplazados 
(excepto a los trabajadores temporales que están sujetos a todos los convenios colectivos vigentes 
en el lugar de acogida) los siguientes convenios colectivos: 
v los que hayan sido considerados de aplicación universal por las autoridades nacionales 
competentes;  
v aquellos que surtan efecto general en todas las empresas similares pertenecientes a la 
profesión o al sector de que se trate y correspondientes al ámbito de aplicación territorial de éstos 
o bien que hayan sido celebrados por las organizaciones de los interlocutores sociales más 
representativos a escala nacional y que sean ampliamente aplicados en el conjunto del territorio 
nacional. Estos convenios colectivos se aplicarán cuando: 

– las empresas nacionales que se encuentren en una situación similar estén sujetas, en el 
lugar de actividad o en el sector correspondiente, a las mismas obligaciones que las 
empresas objeto de los desplazamientos; 
– las empresas nacionales estén obligadas a cumplir dichas obligaciones con los mismos 
efectos que las empresas objeto de los desplazamientos.  

El país de acogida determinará qué convenios colectivos cumplen los criterios mencionados y 
deben ser aplicables a los trabajadores desplazados. Esta información debe publicarse en la página 
web nacional única y oficial que contiene información sobre las condiciones de trabajo aplicables 
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a los trabajadores desplazados. Sin embargo, los Estados miembros no tienen la obligación de 
publicar los textos o resúmenes de dichos convenios colectivos. Por lo tanto, no deje de ponerse 
en contacto con el empleador y los sindicatos, en particular con los que operan en el país de 
acogida, para tratar esta cuestión en cada caso concreto.  
 

En España existen convenios colectivos de eficacia general con ámbitos de aplicación 
sectoriales, estatales, autonómicos, provinciales y de empresa, fundamentalmente. Las partes 
legitimadas para negociar convenios colectivos acordarán el ámbito de aplicación de los 
mismos. Las fuentes de consulta de convenios colectivos y laudos arbitrales aplicables a los 
trabajadores desplazados pueden obtenerse en el epígrafe 4.4 de la información disponible en 
la siguiente dirección web: 
 https://www.mites.gob.es/es/sec_trabajo/debes_saber/desplazamiento-
trabajadores/desplazamiento/index.htm#convenios-colectivos. 

 
¿Lo sabía? 
Los sindicatos del Estado miembro de acogida pueden dirigirse al empleador que desplaza al 
trabajador para que participe en una negociación colectiva sobre las condiciones de trabajo de los 
trabajadores desplazados. Por lo tanto, la Directiva 2014/67/UE permite al Estado miembro de 
acogida exigir la designación de una persona de contacto a través de la cual los interlocutores 
sociales pertinentes puedan intentar participar en la negociación colectiva en el Estado miembro 
de acogida. 
 
 
4.4.	Normas de Seguridad Social de los trabajadores desplazados 
Los trabajadores desplazados temporalmente a otro Estado miembro de la UE continúan cubiertos 
por el sistema de Seguridad Social del país en el que han estado trabajando antes del 
desplazamiento. En el mismo pagan las cotizaciones a la Seguridad Social y tienen derecho a las 
prestaciones correspondientes.  
El trabajador desplazado a otro Estado miembro de la UE seguirá sujeto a la legislación de 
Seguridad Social del país donde trabaja de forma habitual siempre que el periodo de 
desplazamiento a otro Estado no supere los 24 meses y que el trabajador no haya sido desplazado 
a dicho Estado en sustitución de otro trabajador.   
El empleador que desplaza a un trabajador para prestar servicios en otro Estado debe solicitar un 
certificado A1, que emite la autoridad de la Seguridad Social del país donde el trabajador está 
asegurado. Este certificado confirma que el trabajador desplazado está afiliado al sistema de 
Seguridad Social del país del empleador y que no tiene que pagar ninguna cotización en el país 
de acogida. 
El certificado A1 confirma que el trabajador contratado temporalmente en otro Estado miembro 
está asegurado en el país donde se encuentra registrada la empresa de su empleador y donde 
trabaja de forma habitual.  
Por tanto, el certificado A1 no es, en sí mismo, un permiso para desplazar a un trabajador. Solo 
confirma que el trabajador desplazado sigue participando en el sistema de Seguridad Social del 
Estado donde trabaja de forma habitual. 
 

¡Importante! El certificado A1 será, en todo caso, responsabilidad del empleador que desplaza 
al trabajador. Asimismo, el certificado A1, del que normalmente se entrega una copia al 
trabajador, se expide en formato papel. 

 
La autoridad que expide el Certificado A1 en España es la Tesorería General de la Seguridad 
Social. Más información: https://administracion.gob.es/pag_Home/gl/Tu-espacio-
europeo/derechos-obligaciones/empresas/empleados/desplazados/seguridad-social.html. 
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Asistencia médica. Si la asistencia médica es necesaria en el país de acogida, el trabajador 
desplazado puede obtenerla de la misma manera que cualquier otro trabajador de ese Estado. Los 
costes de la asistencia médica correrán a cargo del país en el que la persona esté asegurada.  
 
 
4.5. COVID-19 y trabajadores desplazados 
Tras el brote de la pandemia de COVID-19, la Comisión Europea emitió la información pertinente 
para los trabajadores móviles: «COVID-19: Información para los trabajadores fronterizos y los 
trabajadores desplazados»1. En lo que respecta a los trabajadores desplazados, este documento 
señala que, independientemente de la situación derivada del COVID-19, todas las garantías de 
empleo para los trabajadores desplazados siguen aplicándose durante el desplazamiento. Sin 
embargo, los trabajadores desplazados deben cumplir las restricciones impuestas en el país de 
acogida como consecuencia del COVID-19 (por ejemplo, el confinamiento, el teletrabajo, etc.). 
 

Restricciones vinculadas al COVID-19 en España: 
(i)  Llegadas desde el extranjero: según la Orden INT/657/2020, de 17 de julio, se deniega 
la entrada, por motivos de orden público o salud pública, a toda persona nacional de un tercer 
país, salvo que pertenezca a una de las siguientes categorías: a) residentes habituales en la 
Unión Europea, Estados asociados Schengen, Andorra, Mónaco, El Vaticano (Santa Sede) o 
San Marino que se dirijan a ese país, acreditándolo documentalmente; b) titulares de un visado 
de larga duración expedido por un Estado miembro o Estado asociado Schengen que se dirijan 
a ese país; c) profesionales de la salud, incluidos investigadores sanitarios, y profesionales del 
cuidado de mayores que se dirijan o regresen de ejercer su actividad laboral; d) personal de 
transporte, marinos y el personal aeronáutico necesario para llevar a cabo las actividades de 
transporte aéreo; e) personal diplomático, consular, de organizaciones internacionales, 
militares, de protección civil y miembros de organizaciones humanitarias, en el ejercicio de 
sus funciones; f) estudiantes que realicen sus estudios en los Estados miembros o Estados 
asociados Schengen y que dispongan del correspondiente permiso o visado para estancia de 
larga duración, siempre que se dirijan al país donde cursan sus estudios, y que la entrada se 
produzca durante el curso académico o los 15 días previos; g) trabajadores altamente 
cualificados cuya labor sea necesaria y no pueda ser pospuesta o realizada a distancia; h) 
personas que viajen por motivos familiares imperativos debidamente acreditados; i) personas 
que acrediten documentalmente motivos de fuerza mayor o situación de necesidad, o cuya 
entrada se permita por motivos humanitarios; j) residentes en los terceros países, regiones 
administrativas especiales y entidades y autoridades territoriales que figuran en el anexo 
siempre que procedan directamente de ellos, hayan transitado exclusivamente por otros países 
incluidos en la lista o hayan realizado únicamente tránsitos internacionales en aeropuertos 
situados en países que no constan en el anexo; k) personas provistas de un certificado de 
vacunación o de recuperación que el Ministerio de Sanidad reconozca con este fin, así como 
personas de 12 años o más y menores de 18 que, en caso de no disponer de una pauta de 
vacunación válida, presenten una prueba PCR o similar con resultado negativo realizada 72 
horas antes de la llegada. 
(ii) Certificado de vacunación (pasaporte COVID): En algún momento de la pandemia, la 
mayoría de las Comunidades Autónomas en España han exigido el certificado de vacunación 
para permitir el acceso, entre otros, al ocio nocturno, restauración, hospitales y residencias. La 
Comunidad de Madrid, Castilla y León, Extremadura y Castilla-La Mancha son las únicas 
Comunidades que han renunciado a la implantación del pasaporte COVID a lo largo de todo el 
periodo de pandemia. 
(iii) Uso de mascarillas protectoras: según el Real Decreto 115/2022, de 8 de febrero, por el 
que se modifica la obligatoriedad del uso de mascarillas durante la situación de crisis sanitaria 
ocasionada por el COVID-19, las personas mayores de 6 años en adelante están obligadas a usar 
mascarillas en los espacios cerrados de uso público o que se encuentren abiertos al público, en 

																																								 																				 	
1 30 de marzo de 2020 #coronavirus: 
https://europa.eu/youreurope/citizens/files/Covid_FrontierPostedWorkers_es.pdf  



 
	

19	

	

los medios de transporte, así como en los eventos multitudinarios que tienen lugar en espacios al 
aire libre, cuando los asistentes estén de pie. Si están sentados, será obligatorio cuando no se 
pueda mantener una distancia de seguridad de al menos 1,5 metros entre personas, salvo grupos 
de convivientes. 
Más información sobre el COVID-19 en España: https://www.lamoncloa.gob.es/covid-
19/Paginas/index.aspx 

 
 
5. Inspecciones por parte de las autoridades competentes 
La Directiva 2014/67/UE establece el reforzamiento de la coordinación entre las autoridades 
competentes de los Estados miembros y la cooperación a nivel europeo en la lucha contra el fraude 
relacionado con el desplazamiento de trabajadores. La Directiva tiene como objetivo mejorar la 
aplicación y el cumplimiento de la Directiva sobre el desplazamiento de trabajadores en la 
práctica, configurando un marco de medidas y mecanismos de control. Para ello, se utiliza el 
Sistema de Información del Mercado Interior (IMI). El IMI desempeña un papel fundamental en 
el apoyo a la cooperación administrativa reforzada que sustenta la Directiva.  
 

¡Importante! El Sistema de Información del Mercado Interior (IMI) solo puede ser utilizado 
por los usuarios registrados, es decir, solo por los representantes de las autoridades nacionales 
competentes. 

 
Los principios generales para la asistencia mutua entre las autoridades competentes de los Estados 
miembros se describen en el artículo 6, que también introduce los plazos legales para responder 
a las solicitudes de información. El artículo 7, por su parte, describe las funciones del Estado 
miembro de acogida y del de establecimiento en el marco de la cooperación administrativa. Para 
ayudar a garantizar el cumplimiento, el capítulo VI de la Directiva prevé la asistencia mutua entre 
las autoridades, cuando sea necesario, para notificar las resoluciones y cobrar las sanciones y/o 
multas administrativas, mediante lo que se denomina un instrumento uniforme generado a través 
del sistema IMI.  
La Autoridad Laboral Europea también participa en el control del desplazamiento de trabajadores, 
la coordinación de la cooperación transnacional y las inspecciones conjuntas. El objetivo de la 
Autoridad Laboral Europea es facilitar información sobre los derechos de los trabajadores y 
apoyar la cooperación entre los Estados miembros en la aplicación y cumplimiento 
transnacionales del Derecho comunitario pertinente. Para más información sobre la Autoridad 
Laboral Europea, consulte: 
https://www.ela.europa.eu/sites/default/files/2021-07/ES_Guidelines-for-concerted-and-joint-
inspections.pdf 
 

En España, corresponde a la Inspección de Trabajo y de la Seguridad Social la vigilancia y 
exigencia del cumplimiento de las obligaciones impuestas a los empresarios que desplazan a 
sus trabajadores a España. Al objeto de aplicar y garantizar el cumplimiento de la normativa 
en materia de desplazamiento de trabajadores, las autoridades competentes podrán realizar una 
evaluación global de los datos fácticos, como, entre otros, el lugar en donde la empresa realiza 
su actividad fundamental y la naturaleza de las actividades prestadas por el trabajador 
desplazado. Cuando, tras una evaluación global realizada de conformidad con el artículo 8 bis 
de la Ley 45/1999, se compruebe que una empresa está creando, de manera indebida o 
fraudulenta, la impresión de que la situación de una persona trabajadora entra en el ámbito de 
aplicación de la presente Ley, la persona trabajadora tendrá derecho a la aplicación de la 
legislación española de trabajo y Seguridad Social, sin perjuicio de las responsabilidades de 
cualquier orden que puedan exigirse a la empresa. Lo anterior no podrá dar lugar a que la 
persona trabajadora de que se trate se vea sometida a condiciones menos favorables que las 
aplicables a las personas trabajadoras desplazadas. Los empresarios incluidos en el ámbito de 
aplicación de la normativa deberán comparecer, a requerimiento de la Inspección de Trabajo 
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y Seguridad Social, en la oficina pública designada al efecto y aportar cuanta documentación 
les sea requerida para justificar el cumplimiento de dicha normativa, incluida la 
documentación acreditativa de la válida constitución de la empresa.   
Más información sobre la Inspección de Trabajo y de la Seguridad social en: 
https://www.mites.gob.es/itss/web/index.html 

 
 
6. Sanciones  
La Directiva 2014/67/UE impone a los Estados miembros la articulación de mecanismos de 
control y seguimiento adecuados y eficaces, de forma no discriminatoria y proporcionada. 
También establece que los Estados miembros deben disponer de sanciones aplicables en caso de 
infracción de las disposiciones nacionales adoptadas en virtud de la Directiva, además de adoptar 
todas las medidas necesarias para garantizar su aplicación y cumplimiento. Las sanciones 
previstas deberán ser efectivas, proporcionadas y disuasorias. 
 

En España, la responsabilidad por infracciones de las condiciones de trabajo de los 
trabajadores desplazados está prevista en la Ley sobre Infracciones y Sanciones en el Orden 
Social:  
 (i) Los defectos formales de la comunicación de desplazamiento de trabajadores a España en 
el marco de una prestación de servicios transnacional serán calificados como infracción leve 
y se castigarán en su grado mínimo, con multas de 70 a 150 euros; en su grado medio, de 151 
a 370 euros; y en su grado máximo, de 371 a 750 euros; 
(ii) La presentación de la comunicación de desplazamiento con posterioridad a su inicio o sin 
designar ya sea al representante de la empresa que sirva de enlace con las autoridades 
competentes españolas y para envío y recepción de documentos o notificaciones, ya sea a una 
persona que pueda actuar en España en representación de la empresa prestadora de servicios 
en los procedimientos de información y consulta de las personas trabajadoras, y negociación, 
que afecten a las personas trabajadoras desplazadas a España, así como dar cuenta a las 
autoridades competentes de los motivos de la ampliación del desplazamiento alegando hechos 
y circunstancias que se demuestre que son falsos o inexactos y no tener disponible en España 
durante el desplazamiento la documentación relativa al mismo, serán infracciones graves y se 
castigarán con multa, en su grado mínimo, de 751 a 1.500 euros, en su grado medio de 1.501 
a 3.750 euros; y en su grado máximo de 3.751 a 7.500 euros;  
(iii) La ausencia de comunicación de desplazamiento, la falsedad o la ocultación de los datos 
contenidos en la misma, así como el desplazamiento fraudulento de personas trabajadoras por 
empresas que no desarrollan actividades sustantivas en su Estado de establecimiento y el 
desplazamiento fraudulento de personas trabajadoras que no desempeñen normalmente su 
trabajo en el Estado Miembro de origen, serán infracciones muy graves y se castigarán con 
multa, en su grado mínimo, de 7.501 a 30.000 euros; en su grado medio de 30.001 a 120.005 
euros; y en su grado máximo de 120.006 euros a 225.018 euros. 

 
 
7. Más información 
1. Información oficial de la Comisión Europea sobre el desplazamiento de trabajadores: 
https://ec.europa.eu/social/main.jsp?catId=471 
 
2. Autoridades y oficinas nacionales de enlace: 
https://europa.eu/youreurope/citizens/national-contact-
points/index_es.htm?topic=work&contacts=id-611492 
 
3. Inspección de Trabajo y Seguridad Social de España: 
https://www.mites.gob.es/itss/web/index.html 
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4.	Desplazamiento de trabajadores ante los tribunales nacionales 
https://www.etui.org/sites/default/files/202101/Posting%20of%20workers%20before%20nation
al%20courts_2020.pdf 
 
5. Proyecto internacional STEP UP – “Stepping up the European cooperation and communication 
among Public & Private organizations for the PROTECTION of posted worker’s rights”: 
https://stepup-protection.com/about-project/ 
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Este ejemplar es gratuito 

Los autores son los únicos responsables. La Comisión Europea no se responsabiliza 
del uso que pueda hacerse de la información contenida en él. 

 


